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Además, la sentencia, al disponer la restitución de dos inmuebles que no coinciden con la descripción que de ellos se hizo en la demanda, desconoce los derechos de contradicción y de defensa de que es titular el aquí demandante, en razón a que no se trata de una mera irregularidad, sino de una gran diferencia entre los que se pretendían en restitución con los que efectivamente se mandó hacerlo, siendo esa entrega el objeto primordial de la acción.
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Pereira, diciembre 2 de 2016

ACLARACIÓN DE VOTO

Magistrada Ponente
: Claudia María Arcila Ríos
Expediente No.
        
: 66001-31-03-004-2016-00367-01
Proceso          

: Tutela 
Demandante  
      
: José Jesús Loaiza Jaramillo

Demandado            
: Juzgado 1º Civil Municipal y otros  
Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que aclaro el voto frente a la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia.

A mi juicio y tal como lo plasmé en el proyecto de fallo registrado, además de defecto fáctico, incurrió el funcionario accionado en defecto procedimental.  
A juicio del actor, el juzgado accionado incurrió en incongruencia al ordenar, en la sentencia proferida, la restitución de un inmueble cuyos linderos son diferentes a los que se indicaron en el escrito por medio del cual se promovió la acción.

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:
 

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

Uno de los principios orientadores del proceso civil es el de la congruencia que consagra el artículo 281 del Código General del Proceso, así: “La sentencia deberá estar en consonancia con  los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.- No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta… En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda…”  Esa norma estaba prevista en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil.
Esa disposición fija los precisos límites en que debe pronunciarse el juez al dictar la sentencia, como forma de garantizar la certidumbre de que deben gozar las partes sobre lo que será objeto de la decisión.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… mediante el principio de congruencia se busca que la sentencia tenga la debida coherencia, de modo que los fundamentos de la decisión judicial finalmente adoptada sean conocidos desde el momento de la demanda y durante el desarrollo del proceso, para garantizar así el ejercicio del derecho al debido proceso y a la defensa
. 

El juez, entonces, debe respetar el principio de congruencia a fin de evitar que al resolver sobre la cuestión debatida se adopte una decisión ajena a cuanto se ha ventilado a lo largo del proceso y con fundamento en argumentos que, por aparecer sólo en la sentencia, no hayan podido ser controvertidos en las correspondientes etapas procesales.
 
La coherencia que el principio de congruencia persigue ha de darse entre los hechos, las pretensiones y la decisión, lo cual significa que “el juez debe resolver todos los aspectos ante él expuestos” y que “es su obligación explicar las razones por las cuales no entrará al fondo de alguna de las pretensiones”
.
 
En este sentido la jurisprudencia constitucional ha destacado que, según el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, la sentencia “deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla”, pero también “con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley” y, en cualquier caso, “sin perjuicio de que, en desarrollo del principio iura novit curia, el juez debe fallar conforme al derecho que resulte aplicable a los hechos que hayan sido alegados y probados en el proceso”
.


Ahora bien, la Corte Constitucional ha considerado que el desconocimiento del principio de congruencia puede configurar vía de hecho e igualmente ha precisado que “no toda falta de pronunciamiento expreso sobre una pretensión hace, por sí misma, incongruente una sentencia”
 y que, tratándose de la acción de tutela, “no todo pronunciamiento que no comprenda la totalidad de las pretensiones, no analice todas las pruebas o falle infra petita, ultra petita o extra petita, constituye vía de hecho”
.

Al juez de tutela le corresponde analizar si efectivamente la sentencia atacada es incongruente y si, en caso de serlo, la incongruencia tiene la entidad suficiente para configurar una vía de hecho, ya que la incongruencia que es capaz de tornar en vía de hecho la acción del juez “es sólo aquella que subvierte completamente los términos de referencia que sirvieron al desarrollo del proceso, generando una alteración sustancial, dentro de la respectiva jurisdicción, que quiebra irremediablemente el principio de contradicción y el derecho de defensa”, a tal grado que “la disparidad entre lo pedido, lo debatido y lo probado sea protuberante”, esto es, “carente de justificación objetiva y relativa a materias medulares objeto del proceso”. De lo contrario, “el grado y el tipo de desajuste entre la sentencia y lo pedido, lo debatido y lo probado en el proceso, sería insuficiente para que se configure una vía de hecho judicial, así pueda existir una irregularidad dentro del proceso”
…”
 

Se acreditaron en el proceso los siguientes hechos:

.- La Señora Clara Inés Ilian Naranjo, demandó al señor José Jesús Loaiza Jaramillo con el fin de obtener la restitución de dos oficinas ubicadas en el tercer piso de la calle 18 No. 7-43 de esta ciudad, con fundamento en la mora en el pago de los cánones de arrendamiento de enero a agosto de 2013, por valor de $420.000 cada uno. En el hecho tercero del escrito respectivo se señalaron los linderos generales de la edificación y se dijo que los linderos particulares eran: “Por el Norte, con la calle 18; Por el Sur, con el Banco de Colombia; por el Oriente, con propiedad de Clara Inés Ilian Naranjo y Amparo Ilian Naranjo; por el Occidente; con propiedad de Clara Inés Ilian Naranjo”

.- A la demanda se arrimó el contrato de arrendamiento que suscribieron las partes, el 1º de enero de 1991, sobre dos oficinas ubicadas en la dirección atrás señalada, en el que se pactó que el arrendatario autorizaba al arrendador para determinar los linderos
.

.- La demanda se admitió por auto del 28 de noviembre de 2013
.

.- El demandado la respondió por medio de apoderado en escrito en el que negó su calidad de arrendatario; adujo ser poseedor y tampoco aceptó el hecho tercero, en relación con los “linderos particulares”

.- En el curso del proceso se practicó un dictamen pericial con el fin de determinar los linderos generales y especiales de las oficinas objeto de la acción. En relación con estos últimos, se identificaron los de cada una y se dijo por el experto que no coincidían con los que se señalaron en la demanda
.

.- El apoderado de la demandante solicitó que de oficio se decretara una nueva inspección judicial al tercer piso de la edificación de la calle 18 No. 78-43 de Pereira, con el fin de escuchar el testimonio de la señora Amparo Chávez, “quien arrendó el inmueble y que se determine la ubicación exacta de las dos oficinas de que habla el contrato de arrendamiento.” Para sustentarla, dijo, en síntesis, que no están debidamente determinados esos inmuebles. En el mismo escrito pidió la suspensión del proceso por prejudicialidad civil, en razón a que el demandado inició proceso de pertenencia respecto de la mitad del tercer piso donde se encuentran ubicadas las oficinas objeto del proceso
.

.- Por auto del 31 de mayo de 2016 decidió el juzgado negar esas peticiones. La primera porque las pruebas de oficio no se decretan a solicitud de parte y no existe el vacío a que alude la parte demandada, en razón a que en la inspección judicial y en el informe presentado por el auxiliar de la justicia, se determinaron los linderos de esas oficinas, lo mismo que su cabida; el dictamen pericial no fue objetado, o sea que se encuentra en firme y puede ser apreciado. La segunda, porque no se satisface el presupuesto del artículo 170 del Código Civil, numeral 2º, porque no existe una relación determinante entre el proceso de pertenencia y el de restitución del inmueble arrendado que se solicita suspender
.

.- El 29 de septiembre de este año se dictó sentencia en la que se declararon no probadas las excepciones propuestas por el demandado; se dio por terminado el contrato de arrendamiento que este celebró con la demandante y se le mandó restituir las oficinas Nos. 1 y 2, de acuerdo con la descripción que de ellas hizo el perito en relación con los linderos especiales de cada una.

Surge de tales pruebas que en la demanda se solicitó la restitución de dos oficinas, respecto de las que se señalaron unos únicos límites especiales y que el juzgado, en la sentencia, ordenó la entrega de las que identificó con los Nos. 1 y 2, cada una de las cuales delimitó de acuerdo con el dictamen pericial, sin que esos linderos coincidan con los que se señalaron en el escrito por medio del cual se promovió la acción, que parece corresponden a los de una sola de tales oficinas, las que ni se relacionaron con  número alguno.
El apoderado de la parte demandante, en el curso del proceso, se percató de la falta de identidad entre los linderos que señaló en la demanda y los que se indicaron en el dictamen pericial y con el fin de aclarar la situación, solicitó al juzgado decretara una prueba de oficio, pero por sabido se tiene que no es el proceso de restitución del inmueble arrendado que al efecto se inicie, el medio para lograr la determinación de los inmuebles objeto del contrato de arrendamiento; estos deben estar plenamente identificados desde cuando se instaura la acción a efectos de garantizar al demandado el derecho de defensa y contradicción.

Es por eso que el artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se formuló la demanda, disponía: “Las demandas que versen sobre inmuebles, los especificarán por su ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias que los identifiquen. No se exigirá la transcripción de linderos cuando estos se encuentren contenidos en alguno de los documentos anexos a la demanda...”  Lo mismo dispone en la actualidad el inciso 1º del artículo 83 del Código General del Proceso.
Tal exigencia, estimo, la establece el legislador como mecanismo para garantizar al demandado su derecho de defensa, pues sabrá desde un principio cuál es el bien objeto del proceso. De no corresponder al pretendido, podrá proponer la excepción respectiva para que probada el juez la declare, mas no para autorizarlo a disponer la entrega de bien que no quedó debidamente determinado. 
Considero entonces que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela también estaba llamada a prosperar respecto de la sentencia del juez demandado que a mi juicio resulta incongruente, pues desconoce el artículo 281 del Código General del Proceso que consagra el principio de la congruencia, que no lo autorizan para decidir como lo hizo, al ordenar la entrega de dos inmuebles que no coinciden con la descripción que de ellos se hizo en la demanda, en cuanto a los linderos particulares se refiere y en razón a que la misma actora es consciente de la falta de identificación, lo que pretendió aclarar solicitando al juzgado decretar pruebas de oficio.

Además, la sentencia, al disponer la restitución de dos inmuebles que no coinciden con la descripción que de ellos se hizo en la demanda, desconoce los derechos de contradicción y de defensa de que es titular el aquí demandante, en razón a que no se trata de una mera irregularidad, sino de una gran diferencia entre los que se pretendían en restitución con los que efectivamente se mandó hacerlo, siendo esa entrega el objeto primordial de la acción.
Claudia María Arcila Ríos
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